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	Recomendación 12
	Calificación
	Resumen del punto de vista de la sociedad civil

	a) Proceder a la investigación y castigo de los agresores;
	B2 (ver mas adelante los detalles) 
	Se desconocen los resultados de los casos sometidos al conocimiento de la autoridad judicial  como también las estadísticas sobre los casos en los cuales se ha impuesto penas privativas de libertad o las alternas a la prisión y su cumplimiento
. 

	b)Permitir un acceso efectivo a la justicia a las víctimas de violencia de género;
	B2
	Las víctimas de violencia de género enfrentan diversos obstáculos para el acceso a la justicia entre los cuales destacan: la falta de celeridad y debida diligencia de las investigaciones por parte de la policía, las mediaciones que se impulsan desde las Comisarías que exponen a las víctimas, retraso en la emisión de dictámenes médicos legales y falta de detención en los casos de delitos graves por parte de la autoridad policial, el bajo nivel de ejercicio de la acción penal por parte del Ministerio Público y la reprogramación frecuente de audiencias y juicios.

Las estadísticas mencionadas en el siguiente párrafo, constituyen la realidad del 2009, pero tanto la Policía Nacional como el Ministerio Público, cargan con una mora policial o fiscal respectivamente (que significa expedientes pendientes de investigación o inconclusos) de más del 30% y anualmente la mora va en ascenso. Esto implica que se va retardando la justicia, mientras tanto, se saturan ambas instituciones sin que hayan aumentos presupuestarios para ampliar personal, infraestructura, materiales, capacitación, etc, que contribuya a superar los índices de mora y retardación de justicia.

En el 2009, las Comisarías de la Mujer recepcionaron 31759 denuncias por violencia intrafamiliar; clasificadas de la siguiente manera: 

-  Violencia intrafamiliar (lesiones físicas y/o psicológicas)fueron 9,153 delitos de de los cuales el 45.7% fue remitido al Ministerio Público, pero se desconoce exactamente cuántos fueron judicializados o archivados y existe un gran número de quejas por parte de las víctimas de violencia de retardación en la actuación por parte de esta institución que generalmente devuelve los expedientes a la Policía para ampliar las investigaciones y por lo tanto transcurren meses para poder decidir si ejercen la acción penal. Asimismo, se desconoce información sobre la cantidad de casos que fueron del conocimiento del Poder Judicial que cuentan con una sentencia condenatoria.

- Delitos Sexuales, fueron 4,013 denuncias; de las cuales se reporta una efectividad policial del 49.04%; pero igualmente no se registra el nivel de efectividad por parte del Ministerio Público y tampoco se refleja que dichos casos una vez judicializados hayan resultado con una sentencia condenatoria. Resulta particularmente grave que en el informe del Estado se refleje un promedio del 15-20% de casos con cierre administrativo debido al abandono de la causa sin que exista interés del Estado en esclarecer y sancionar el delito constituyendo una situación permisiva de la violencia sexual que promueve la impunidad, dejando en desprotección a las víctimas, sobre todo, cuando se afirma en el Informe “y otros son resueltos por las autoridades competentes, a través de la Mediación Previa contemplada en el Nuevo Código Penal”. 

A este respecto, nuestra legislación penal prohíbe la mediación en casos de violencia sexual cometida contra niñas, niños y adolescentes y con relación a las personas mayores de 18 años, nuestro Código Procesal Penal señala que los delitos sexuales serán perseguidos de oficio a instancia de particular; lo que significa que la persecución penal se debe dar con la víctima presente y no que el caso se cerrará por una mediación entre víctima y agresor. Así mismo, el Código Penal señala que los delitos sexuales serán del conocimiento del juez técnico, precisamente para garantizar la legalidad y la justicia a las víctimas. No obstante, el Estado ha venido incumplimiento en la garantía y deber de permitir el acceso efectivo a la justicia de las víctimas de violencia de género. Adicionalmente, un grupo de organizaciones presentaron en el 143 período de sesiones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos CIDH, donde claramente se expuso que el 84% de los delitos sexuales se presentaba en menores de 18 años de edad, en un país donde según registros del Instituto de Medicina Legal se dan 397 casos de violencia sexual al mes.

- Faltas Penales, se contabilizan 18,593 casos. Es importante mencionar que en los casos de faltas penales, las víctimas no cuentan con la representación del Estado a través del Ministerio Público, pues dicha instancia no ejerce la acción penal en estos casos; sino que ellas mismas deben pagar un abogado/a que las presente en las audiencias previo a haber agotado el trámite de mediación. Como se observa en el informe, la policía remitió el 48.4% de los casos (9009 expedientes) directamente al juzgado. En la mayoría de los casos, las víctimas no cuentan con los recursos económicos para sufragar los gastos de una persona que las represente en audiencia, mientras tanto el acusado si no tiene los recursos económicos para pagar su defensa el Estado le garantiza uno a través de la Defensoría Pública. En estos casos, contradictoriamente el sistema funciona contra las víctimas, que luego de romper el silencio y denunciar la violencia, ven que la misma es minimizada a falta penal (por no profundizar las investigaciones) y además de pagar los servicios de un abogado/a para que la represente. Esta situación ha ocasionado que muchas mujeres desistan de sus casos y no vuelvan a presentar denuncias. Por otro lado, la legislación obliga a negociar esta violencia que califica como mínima, obligando a la víctima y al agresor a mediar antes de concurrir a un tribunal de justicia (en este caso Juzgado local penal). Por lo tanto, no hay garantías de acceso a la justicia.

Es importante mencionar que en enero de este año, uno de los primeros casos de asesinato es el de la señora Yolanda del Socorro Valverde Hernández una mujer de 57 años de edad que había tenido como precedente la denuncia por maltrato en la Policía y además una mediación ante las autoridades; no obstante, fue asesinada por su ex compañero de vida, pues las autoridades no previeron ni dimensionaron la gravedad de la denuncia, como tampoco brindaron las correspondientes medidas de protección.

Por otro lado,  las Comisarías de la Mujer han mostrado beligerancia, destinando recursos humanos y económicos para atender a agresores, promoviendo mediaciones entre éstos y las víctimas, enviando a los agresores a cursos de manejo de la ira, sin mejorar la calidad de la Atención a las Victima y en muchas ocasión poniendo en duda el testimonio de las víctimas y desestimando la realización de actos de investigación.-



	c) Otorgar una protección policial a las víctimas, así como la creación de albergues donde puedan vivir dignamente;
	C
	Las víctimas de la violencia encuentran dificultades para el acceso a la justicia y la protección que necesitan, de tal forma que en el 2009 solamente se realizaron 1196 solicitudes de protección urgentes para las víctimas
, lo que equivale a un 3.4% del total de denuncias; se garantizó la reintegración de 226 mujeres al hogar de donde una vez fueron sacadas a través de amenazas o de intimidación por parte de algún familiar o del cónyuge
, equivalente a 0.6% de las denuncias por violencia. 

Hasta el momento el Gobierno no ha destinado fondos para la creación de albergues a favor de las mujeres víctimas de violencia.

Cabe señalar que los albergues especializados para brindar atención y resguardo a niñas, niños y adolescentes  en situación de violencia sexual, están bajo la responsabilidad de organizaciones de sociedad civil. Lo que limita el número de atención por pocos recursos humanos y financieros.  En el caso de las mujeres son las organizaciones igualmente las que facilitan asesoría jurídica y psicológica. 


	d)Mantener y promover los espacios de participación directa de las mujeres, a nivel nacional y local en la toma de decisiones relacionadas, en particular, con la violencia contra las mujeres y asegurar su participación y su representación por la sociedad civil;
	C
	El Estado no ha facilitado el diálogo con las organizaciones que promueven y defienden derechos humanos  y no  existe participación de organizaciones como el CENIDH en la Comisión Inter institucional de seguimiento al Código Procesal Penal.

No obstante, se mantienen comunicaciones bilaterales con funcionarios/as públicos como la Policía Nacional o el Ministerio Público que dan respuestas a casos concretos, pero lo anterior no permite un análisis que determine respuestas globales a la problemática.

	e) Tomar medidas de prevención y sensibilización sobre la violencia de género tales como llevar a cabo capacitaciones a los oficiales de policía en especial los de las Comisarías de la Mujer sobre los derechos de las mujeres y la violencia de género.

En este sentido, el Comité agradecería recibir en su próximo informe periódico información detallada sobre el progreso obtenido en la lucha contra la violencia de género.
	C
	Las organizaciones no disponemos  de información que permita valorar si el Estado ha cumplido con esta recomendación. Sin embargo, algunas iniciativas de las comisiones de promotores de derechos humanos del CENIDH se han traducido en determinadas capacitaciones para sensibilizar respecto de la violencia de género y los derechos de la mujer en las cuales han participado  personal de las Comisarías:  En el 2009 el CENIDH impartió una capacitación a la Policía de Puerto Cabezas, Región Autónoma del Atlántico Norte y en el 2011 en el Departamento de Carazo se realizó una capacitación con la participación de Comisarías de 4 municipios de dicho departamento.

En el Informe del Estado se observa que el alcance de las capacitaciones sobre violencia de género reportado no especifica las capacitaciones hacia la policía y hacia los operadores de la administración de justicia, menos aún el presupuesto destinado para ello, participación de la sociedad civil, número de operadores capacitados (policía, fiscales, defensores públicos y jueces). 

	Recomendación 13
	Calificación
	Resumen del punto de vista de la sociedad civil

	El Estado parte debería ajustar su legislación sobre el aborto de conformidad con las disposiciones del Pacto. 
	C
	Actualmente el Estado de Nicaragua mantiene penalizado el aborto, sin prever ninguna excepción; incumpliendo con las recomendaciones de los distintos órganos de tratados de Naciones Unidas que sugieren prever  excepciones cuando la vida de la mujer se encuentra en peligro, en casos de malformaciones congénitas incompatibles con la vida humana y en casos de violación o incesto.

El 16 de marzo del 2010, un grupo de 21 diputados de la Asamblea Nacional (no afines al partido de gobierno), presentaron una iniciativa de ley a la Secretaría de la Asamblea para reformar el Código Penal y contemplar una excepción respecto a la vida de la mujer; sin embargo, la misma no fue sometida a discusión del Plenario de dicho órgano y la misma no contempla excepciones en casos de malformaciones congénitas incompatibles con la vida humana ni en casos de violación o incesto.

Adicionalmente la Corte Suprema de Justicia, ha tenido la oportunidad de declarar inconstitucional la prohibición total del aborto; por cuanto fueron presentados ante dicho órgano 30 recursos por inconstitucionalidad en julio del 2008 y desde el 02 de abril del año 2009, los recurrentes fueron notificados que los recursos fueron debidamente tramitados y las autoridades rindieron sus respectivos informes, encontrándose desde hace más de dos años en estudio para ulterior resolución.

Por otro lado, el Estado de Nicaragua afirma que la decisión de prohibir totalmente el aborto es el resultado del ejercicio de Soberanía al momento de legislar, pero también este mismo ejercicio de soberanía, se ve reflejado cuando firmó y ratificó los diferentes instrumentos de derechos humanos y se comprometió a cumplirlos, respetarlos y adecuar sus disposiciones de derecho interno a las normativas internacionales. 

Asimismo, es importante considerar que el Grupo Parlamentario Pro Objetivos de Desarrollo del Milenio (PRODM) 5 “Mejorar la Salud Materna”, en su memoria de actividades realizadas en el 2010; realizó una encuesta sobre la necesidad de interrumpir el embarazo para preservar la vida y la salud de la mujer y el 85.1% de los encuestados/as dijo que la decisión correspondía a la mujer y solamente el 3.3% dijo que correspondía al Estado
; por lo tanto, la población considera que el Estado no debe decidir y en consecuencia restringir, prohibir o sancionar una decisión que solo corresponde a la mujer.

Asimismo es importante señalar, que hasta el momento el Estado de Nicaragua no ha presentado estudios sobre el impacto de la prohibición total del aborto, las cifras y demás información sobre mortalidad materna las han mantenido bajo sigilo; como también lo relacionado con el tratamiento de embarazos de niñas y adolescentes que lleva el Programa de Adolescentes del Hospital de referencia de la mujer Bertha Calderón.

La situación se agrava cuando producto de la violencia sexual  resultan mujeres, adolescentes y niñas embarazadas, sin poder recurrir al aborto terapéutico. 


	Asimismo debería adoptar medidas para ayudar a las mujeres a evitar embarazos no deseados, de forma que no tengan que recurrir a abortos ilegales o inseguros que puedan poner su vida en peligro o realizarlos en el extranjero.
	C
	A pesar de que existen protocolos sobre el tratamiento de víctimas de violencia sexual, el Estado de Nicaragua no garantiza a las mujeres y niñas embarazadas producto de violación, la realización de la interrupción legal del embarazo y tampoco existe registro sobre la entrega de la Anticoncepción de Emergencia a las víctimas que presentan sus denuncias de forma inmediata; por  el contrario; en el caso de las niñas y adolescentes; solamente reciben el tratamiento o control prenatal o bien se les reenvía a organizaciones o instituciones donde se les orienta y aconseja a sobrellevar los embarazos y convertirlas en “niñas madres” ; sin considerar la decisión de las niñas, adolescentes y mujeres, ni su estado de salud físico y emocional. 

En esas circunstancias, recientemente, el CENIDH en conjunto con  Ipas Centroamérica, de la coordinadora para Nicaragua de Católicas por el derecho a decidir; Puntos de Encuentro; el Grupo Feminista de León, la Sociedad de Médicos Generales Sonimeg, el Movimiento contra el Abuso Sexual, Women´s Link World Wide con sede en Colombia; Centro de Derechos Reproductivos de Nueva York CRR; pusieron en conocimiento al Relator de derechos de la Niñez de la CIDH sobre el tratamiento dado por el Estado a una niña de 12 años, originaria de la Costa Caribe, víctima de violación y enfrentando un embarazo de 36 semanas de gestación que estaba exponiendo su derecho a la vida, salud, integridad física y emocional. Pese a las gravedad de su situación que solamente mejoraría con la realización de una cesárea (interrupción del embarazo), las autoridades no la intervenían por cuanto esperaban a que el producto recibiera maduración pulmonar y pudiera sobrevivir, sin considerar el riesgo que conllevaba prolongar en horas y minutos para la vida de la niña. Después de mucha presión, se realizo la intervención médica y ambos lograron vivir; pero la primera dama de la República Rosario Murillo dijo públicamente que era “el nacimiento de esta criatura es un milagro y es un signo de Dios, un signo de victoria, un signo de bendiciones, un signo de prosperidad”; mostrando fotos del recién nacido como un trofeo.

Los derechos de la niña y el niño  fueron violentados y hasta la fecha, el Estado no ha dado muestras de persecución respecto del agresor sexual, pero si de transgredir por motivos religiosos los derechos de la niña.

	Asimismo, el Estado debería evitar penalizar a los profesionales de la medicina en el ejercicio de sus responsabilidades profesionales.
	C
	Actualmente el Estado cuenta con las “Normas y Protocolos para la Atención de las complicaciones Obstétricas”; las cuales orientan el proceder los profesionales de la salud frente a las emergencias; sin embargo, ellos/as se encuentran en el dilema al momento de intervenir cuando el feto se encuentra vivo y la mujer presenta alguna complicación debido al embarazo o por una enfermedad previa al embarazo. Este dilema radica  en que las normas y protocolos que si bien orientan el proceder del profesional de la medicina encuentran su contradicción en los tipos penales sobre Aborto establecidos en los artos. 143 al 145 del Código Penal  y los referidos a las Lesiones en el que está por nacer en los artos. 148 y149) del referido Código
, que establecen penas privativas de libertad contra los profesionales de la medicina que provoquen un aborto más la inhabilitación especial para ejercer la medicina; tal normativa penal se encuentra por encima de las disposiciones administrativas que dicta el Ministerio Salud como el referido protocolo y por lo tanto, los médicos/as se encuentran permanentemente bajo amenaza de investigación o persecución penal por ejercer su práctica profesional.

El Gobierno de Nicaragua en su informe de seguimiento señala en la pág. 7 que “no tienen prohibición de la atención médica cuando la vida de la madre está en peligro…” sin embargo, esta excepción debe estar claramente reflejada en la normativa penal y adecuar estos compromisos con la vida y la salud de las mujeres en las legislaciones internas a fin de evitar cualquier tipo de interpretación distorsionada o mal entendida que solamente afecte e impacte negativamente en los derechos de las mujeres y de los profesionales de la salud.

	Recomendación 17
	Calificación
	Resumen del punto de vista de la sociedad civil

	El Estado parte debería aumentar sus esfuerzos para mejorar las condiciones de todas las personas privadas de libertad, cumpliendo con todos los requisitos contenidos en las reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. En particular, debería abordar como cuestión prioritaria el hacinamiento. El Estado parte deberá presentar al Comité datos que muestren los progresos realizados desde la aprobación de la presente recomendación, en particular con respecto a la aplicación de medidas concretas para la mejora de las condiciones de los privados de libertad.
	C
	Según información publicada en el Presupuesto General de la República, para el 2011, se asignó la suma de C$ 150,753,254 (ciento cincuenta millones setecientos cincuenta y tres mil doscientos cincuenta y cuatro córdobas)  que representa un incremento presupuestario del 6.9% en relación al 2010 y de un 3.1% en relación al 2009; no obstante, tales incrementos son insuficientes para superar el problema de hacinamiento y situación alimentaria de los más de 6000 privados/as de libertad que albergan los centros penitenciarios en 2011 y que anualmente aumentan en cantidad.

Además, debido a las restricciones para ingresar a los centros penitenciarios, el CENIDH solamente ha podido confirmar que las condiciones para los adolescentes fueron mejoradas en el Centro Penitenciario de Chinandega.. 

La situación de las personas ubicadas en la Costa Caribe nicaragüense es aún peor, por cuanto se han utilizado las celdas preventivas de la Policía Nacional para albergar a más de 100 personas que han recibido medidas privativas de libertad durante su proceso judicial o han sido condenadas y no han sido remitidas a los centros penitenciarios, en el Caso de Bluefields porque el mismo se encuentra totalmente copado y no hay espacio. Precisamente en estas condiciones y la falta de separación con los adolescentes, fue del conocimiento público que un adolescente fue víctima de violación dentro de la unidad carcelaria. En  el caso de Puerto Cabezas porque no existe un centro penitenciario, a pesar de existir las promesas públicas de realización de un nuevo centro penitenciario. La realidad es que el Gobierno no ha dado prioridad a este importante sector poblacional que ha recurrido incluso a amotinamientos para evidenciar las violaciones a sus derechos humanos
.

El presupuesto para alimentación no ha variado y continúa siendo de C$ 10.50 (0.46 centavos de dólar) para los tres tiempos de comida por cada privado/a de libertad y no existe presupuesto para salud a favor de los internos.

Adicionalmente, existen decenas de quejas de privados/as de libertad que han recibido órdenes judiciales de libertad y que han encontrado obstáculos para el cumplimiento de las mismas por parte de las autoridades de los respectivos penitenciarios; permaneciendo incluso hasta meses detenidos ilegalmente por falta de cumplimiento de las órdenes de libertad, tal es el caso de Marvin Vargas una persona públicamente conocida como “cachorro sandinista” y líder de  Fundación de Veteranos de Guerra del Servicio Militar Patriótico conocida popularmente como “LOS CACHORROS DE SANDINO” e integrada por 5.200 miembros, que estuvieron realizando demandas públicas al gobierno sobre sus derechos sociales. A favor de dicho detenido existía una orden de libertad desde el 26 de septiembre del 2011, pero la misma no ha sido cumplida. El CENIDH solicitó medidas cautelares ante la CIDH pero el Estado no ha informado a la Comisión sobre tal situación a pesar de existir dos requerimientos oficiales.

Otra problemática que se mantiene alrededor de las organizaciones que promovemos y defendemos derechos humanos, es la restricción absoluta de las visitas a los centros penitenciarios para verificar las condiciones de los privados de libertad e investigar denuncias particulares de los mismos sobre malos tratos, sanciones arbitrarias, agresiones físicas, amenazas, traslados injustificados de celdas, etc. Tales limitaciones se han planteado formalmente a la Ministra de Gobernación, que incluso sugirió formalizar calendarios de visitas, pero tampoco fueron cumplidos o respetados y no existen respuestas a nuestras comunicaciones por las problemáticas planteadas. 

	Recomendación 19
	Calificación
	Resumen del punto de vista de la sociedad civil

	El Comité recomienda que el Estado Parte tome las medidas necesarias para cesar los presuntos casos de acoso sistemático y amenazas de muerte, especialmente contra aquellas defensoras de los derechos de las mujeres, y que los culpables sean debidamente sancionados. El Estado parte debería, por otro lado, garantizar el derecho a libertad de expresión y asociación a las organizaciones de defensores de derechos humanos en el ejercicio de sus funciones
	C
	Efectivamente el Estado de Nicaragua desestimó a través del Ministerio Público la denuncia contra 9 defensoras de los derechos humanos que habían sido denunciadas por la organización Asociación Nicaragüense Pro Derechos Humanos ANPDH por los delitos de aborto, apología del delito de aborto y otros; sin embargo, se ha mantenido una política de amenazas, agresión, represión y censura contra las y los defensores derechos humanos.

De tal forma que las movilizaciones y acciones de protesta realizadas por las diferentes organizaciones de la sociedad civil han sido reprimidas por grupos afines al Gobierno, sin que estos sean sancionados por las amenazas y agresiones que realizan en contra de defensores de derechos humanos.

Por otro lado, casos como el de Leonor Martínez, miembro de la Coalición de Jóvenes Nicaragüenses, víctima de lesiones físicas por Félix Tercero el 22 de octubre de 2009 luego de haber participado en una reunión de la Coordinadora Civil, no ha recibido justicia, a pesar que el agresor fue acusado por el Ministerio Público en el contexto de realización del EPU
.
Tampoco fueron investigados y sancionados, el grupo de personas identificadas con camisetas afines al gobierno, que atacaron una actividad cultural que realizó la Coordinadora Civil en los predios de la Catedral en 2009 donde resultaron heridas más de 21 personas
.

Mientras tanto en el 2010, fue debidamente procesado el señor Efraín Rivas López, quien para  octubre de 2008 trabajaba en la Dirección General de Ingresos, atacó  al CENIDH y la Coordinadora Civil al momento que salían del Ministerio Público, cuando ésta última instancia había sido citada por el órgano acusador para ser entrevistados por el supuesto delito de lavado de dinero y otros; tales acciones realizadas en contexto de persecución y campañas de desprestigio contra las organizaciones. En esa ocasión el señor Rivas procedió a robar la cámara del periodista del CENIDH Héctor Calero, quien fue víctima de una golpiza por el grupo de protestantes. Dos años después de la agresión dicha persona fue enjuiciada y el caso concluyó con la clausura anticipada del proceso judicial, por la solicitud de disculpas públicas por parte del victimario y la devolución de la cámara; debidamente aceptada por el CENIDH sin dejar de expresar que el verdadero responsable era el propio Presidente de la República por su discurso agresivo hacia los defensores.

De igual forma, las movilizaciones realizadas en contra de la reelección del Presidente Ortega, fueron reprimidas, entre ellas la ocurrida el 02 de abril de 2010 que fue convocada por la Unión Ciudadana por la Democracia y que además de encontrar manifestaciones paralelas, tuvo como singular situación, el que la Policía haya desviado y cerrado la mayoría de las calles y avenidas que llegarían al punto de concentración. Muchos manifestantes fueron agredidos cuando reclamaron su derecho a circular libremente y entre ellos, defensores del CENIDH resultaron seriamente lesionados 

como el abogado Norwin Solano, quien sufrió una luxación en la rodilla y debió ser operado luego de recibir  golpes con el bastón policial.

La estrategia del Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN) de cara a las elecciones de 2011 tenía como objetivo vigilar a la derecha y a las organizaciones de la sociedad civil y el CENIDH tuvo acceso al documento de dicha estrategia dirigido a los secretarios políticos distritales en la cual la señora Rosario Murillo –primera dama- señalaba que para garantizar la victoria: “…. Lo primero que tenemos que preguntarnos es ¿cómo opera aquí la derecha? Yo estoy segura que no lo preguntamos, y aquí tenemos que estar en un laboratorio permanente, y ustedes son el mejor mecanismo de información. ¿Qué está ofreciendo cada una de las fuerzas de la derecha, o de la llamada sociedad civil, sociedad vil, los ONG? ¿Qué están haciendo ahí, cómo se mueven, quien les sigue, quien no les sigue, tienen o no tienen aceptación? Para eso deben servir las reuniones de campaña, para indagar, para informarnos unos a otros…”
.
Paralelamente a estas orientaciones, organizaciones como CENIDH, Ética y Transparencia, IPADE, Hagamos Democracia, Coordinadora Civil  fueron acosadas los primeros días de marzo por grupos de jóvenes (entre 80 -100 personas) de la Juventud Sandinista quienes se presentaron frente a estas organizaciones acompañados de dos camionetas con altoparlantes con música a muy alto volumen de la última campaña electoral de Daniel Ortega y permanecieron por un tiempo aproximado de dos a tres horas, obstaculizando el tráfico y el normal funcionamiento de las organizaciones. Dichas visitas tenían como objetivo exigir que se respetara la candidatura de Daniel Ortega y pronunciarse contra la observación electoral a la cual califican de injerencista.  En el caso del CENIDH que cuenta con medidas cautelares dictadas por la CIDH; fueron asediados por dichos grupos de jóvenes en dos ocasiones (8 y 15 de marzo de 2010) y en la primera oportunidad la Policía no respondió a su llamado y en la segunda oportunidad les dijeron que este grupo de jóvenes se retiraría en unos 20 minutos aproximadamente, sin enviar refuerzos o persuadirles para que se retiren del lugar. La falta de sanción a grupos pro gubernamentales que atacan u hostigan a las organizaciones de la sociedad civil que realizan cuestionamientos al Gobierno podría exponer a los defensores a la animadversión social y a que sus derechos a la vida, integridad personal y demás se vean seriamente afectados.




Párrafo 12

Si bien el Comité toma nota de la aprobación de un Protocolo de Actuación en delitos sobre maltrato familiar y agresiones sexuales, el Comité observa con preocupación el aumento del fenómeno del asesinato de mujeres en los últimos años dentro de la problemática de la violencia de género y particularmente de la violencia doméstica y sexual. Le preocupa igualmente la impunidad de la que parecerían gozar los agresores (artículos 3 y 7).

El Comité urge al Estado parte a que tome medidas inmediatas para que se ponga fin al fenómeno del asesinato de mujeres y en particular:

	Recomendaciones De Comité
	Calificación
	La Acción Tomada por el Estado
	Las Acciones Adicionales Necesarias
	Otros Comentarios de la ONG

	a) Proceder a la investigación y castigo de los agresores;
	B2
	La Ley Integral contra la Violencia hacia las Mujeres fue aprobada el 26 de enero del corriente. Dicha Ley penaliza el femicidio con sanciones de 15 y 20 años y si concurren agravantes con 30 años de prisión. La Ley  reúne un solo cuerpo de ley todos los delitos vinculados con la violencia de género y las medidas de protección.
	Garantizar su eficacia.
	Destinar recursos para incrementar el número de autoridades policiales, judiciales y del Ministerio Público que dan atención a esta problemática.

El Estado debería aportar al Comité estadísticas claras que muestren si la investigación y castigo de los agresores de violencia doméstica y contra las mujeres ha mejorado desde la adopción de las conclusiones finales. 

	b)Permitir un acceso efectivo a la justicia a las víctimas de violencia de género;
	B2
	Funcionamiento de 35 Comisarías de la Mujer y Niñez a nivel nacional.

Aprobado por el Ministerio Público  un Protocolo de Actuación de la gestión fiscal en la fase investigativa y judicial “Violencia de Género”.El Protocolo fue difundido en el año 2010 entre los fiscales a nivel nacional. Será revisado para adecuarlo a la Ley Integral contra la Violencia hacia las mujeres.


	El personal de las Comisarías formado por 5 miembros resulta insuficiente para atender las más de 30,000 denuncias anuales.

Existe un reducido número de sicólogos/as forenses que retrasa los dictámenes médico legales hasta 30 días, por ende obstaculiza el acceso a la justicia o retarda el proceso, según sea el caso.

Que los protocolos de actuación sean del conocimiento público para una mayor apropiación de las víctimas como de las organizaciones.


	Ampliar numero de Comisarías y dotarles de recursos humanos, técnicos y materiales.

Ampliar el número de médicos forenses y sicólogos forenses.

Las organizaciones desconocemos el contenido del Protocolo y si el mismo se ajusta a los estándares de protección internacional de los derechos humanos.

	c) Otorgar una protección policial a las víctimas, así como la creación de albergues donde puedan vivir dignamente;
	C
	Ninguna.
	Urge se faciliten las medidas de protección y la creación de albergues.
	No existen albergues estatales, tampoco accesibilidad a las medidas de protección como garantías de cumplimiento por parte de las autoridades.

	d)Mantener y promover los espacios de participación directa de las mujeres, a nivel nacional y local en la toma de decisiones relacionadas, en particular, con la violencia contra las mujeres y asegurar su participación y su representación por la sociedad civil;
	C
	Existe una Comisión Interinstitucional de Seguimiento al Código Procesal Penal.

El Consejo Nacional por la Igualdad previsto en la Ley de Igualdad de Derechos y Oportunidades no se ha establecido.
	
	El CENIDH solicitó formalmente participar en dicha Comisión en el año 2008, sin embargo no fue aceptada su solicitud..

La imprecisa e insuficiente referencia a la participación de dos delegadas de las organizaciones de mujeres en dicho Consejo no favorece que organizaciones críticas puedan tener presencia y aportar sus puntos de vista.

No existe seguimiento al cumplimiento de las disposiciones de la Ley de Igualdad de derechos y oportunidades.

Adicionalmente, dicha ley se aprobó hace 3 años y aún ahora, el Instituto Nicaragüense de la Mujer INIM, organismo rector no cuenta con suficientes recursos humanos y económicos para su implementación

	e) Tomar medidas de prevención y sensibilización sobre la violencia de género tales como llevar a cabo capacitaciones a los oficiales de policía en especial los de las Comisarías de la Mujer sobre los derechos de las mujeres y la violencia de género.

En este sentido, el Comité agradecería recibir en su próximo informe periódico información detallada sobre el progreso obtenido en la lucha contra la violencia de género.
	
	
	
	No contamos con información que nos permita pronunciarnos, el CENIDH no ha impartido talleres a los oficiales de policía de las Comisarías de la Mujer, salvo los especificados en la primera parte de este Informe. 


Párrafo 13

El Comité observa con preocupación la prohibición general del aborto, inclusive en casos de violación sexual, incesto o presuntamente de embarazos que amenazan la vida de la mujer. Asimismo, le preocupa que la ley que autorizaba el aborto terapéutico en tales condiciones fuera derogada por el parlamento en 2006 y que desde la adopción de esta prohibición se han documentado varios casos en los cuales la muerte de la mujer embarazada estuvo asociada a la falta de una oportuna intervención médica orientada a salvar su vida, que le hubiera sido brindada bajo la legislación vigente antes de la revisión penal. Asimismo, el Comité observa con preocupación que el Estado parte no haya clarificado por escrito que el profesional médico pueda acatarse a las Normas y Protocolos para la Atención de las Complicaciones Obstétricas, sin miedo a ser investigados o perseguidos por el Estado parte (artículos 3, 6, 7 y 26).

	Recomendaciones De Comité
	Calificación
	La Acción Tomada por el Estado
	Las Acciones Adicionales Necesarias
	Otros Comentarios de la ONG

	El Estado parte debería ajustar su legislación sobre el aborto de conformidad con las disposiciones del Pacto. 
	C
	Una iniciativa de ley para reformar el Código Penal y contemplar una excepción a la prohibición del aborto respecto a la vida de la mujer fue presentada por un grupo de 21 diputados de la Asamblea Nacional (no afines al partido de gobierno).
	Es necesario que a dicha iniciativa se le de el trámite de formación de la ley y que además incluya las excepciones para los casos de violación o incesto.


	El Estado debe cumplir con la recomendación del Comité de Derechos Humanos y otros órganos de tratados restableciendo el aborto terapéutico a la mayor brevedad.

	Asimismo debería adoptar medidas para ayudar a las mujeres a evitar embarazos no deseados, de forma que no tengan que recurrir a abortos ilegales o inseguros que puedan poner su vida en peligro o realizarlos en el extranjero.
	B2
	El Estado afirma contar con una Estrategia Nacional de Salud Sexual y Reproductiva que prioriza la planificación familiar.
	
	No contempla la posibilidad u opción de aborto por violación, embarazos que pongan en riesgo la vida de la mujer. Efectivamente ha aumentado el acceso a la planificación pero aun hay limitaciones en la cobertura de los métodos de planificación, hay hombres que no permiten a la mujer planificar y no siempre se garantiza la distribución gratuita de métodos anticonceptivos. Se ha debilitado en el MINSA la atención personalizada y especializada a los adolescentes que una vez se prestó en los centros de salud.

	Asimismo, el Estado debería evitar penalizar a los profesionales de la medicina en el ejercicio de sus responsabilidades profesionales.
	C
	Ninguna.
	Reformar el Código Penal.
	El Estado mantiene la penalización hacia los profesionales de la salud que provoquen abortos, sin excepciones.


Párrafo 17

Si bien el Comité toma nota de las medidas que están siendo adoptadas por el Estado parte para mejorar las condiciones de la detención, le preocupa los altos índices de hacinamiento y las malas condiciones que imperan en dichos centros, en particular la insalubridad, escasez de agua potable, insuficiente presupuesto destinado a la alimentación, falta de atención médica, escasez de personal, así como la falta de separación entre acusados y condenados (artículo 10).

	Recomendaciones De Comité
	Calificación
	La Acción Tomada por el Estado
	Las Acciones Adicionales Necesarias
	Otros Comentarios de la ONG

	El Estado parte debería aumentar sus esfuerzos para mejorar las condiciones de todas las personas privadas de libertad, cumpliendo con todos los requisitos contenidos en las reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. En particular, debería abordar como cuestión prioritaria el hacinamiento. El Estado parte deberá presentar al Comité datos que muestren los progresos realizados desde la aprobación de la presente recomendación, en particular con respecto a la aplicación de medidas concretas para la mejora de las condiciones de los privados de libertad.
	C
	Mejoramiento de las celdas y galerías destinadas para adolescentes en la mayoría de centros penitenciarios del país.
	Ampliación y remodelación en los 8 centros penitenciarios que existen a nivel nacional de manera que se garantice la proporcionalidad de la cantidad de personas privadas de libertad en relación con la capacidad de las celdas.

Construcción de Centro Penitenciario en Bilwi (Puerto Cabezas), Región Autónoma del Atlántico Norte y ampliar el Centro Penitenciario en  Bluefields en la Región Autónoma del Atlántico Sur.

Incrementar el presupuesto para alimentación y salud de las personas detenidas.

Se requiere aumentar el número de funcionarios de seguridad para los centros penitenciarios, dotándoles de capacidades.


	Cabe señalar que los adolescentes son el número más reducido de los grupos de personas privadas de libertad por lo que la mejoría en las condiciones debe ser incluyente respecto de los demás grupos.

Que el Comité de Derechos Humanos solicite al Estado entregar los datos que evidencien los progresos realizados a nivel de presupuestos globales y ejecución. 


Párrafo 19

El Comité observa con preocupación un creciente número de denuncias sobre presuntos casos de acoso sistemático y amenazas de muerte contra defensores de derechos humanos por parte de personas, sectores políticos u organismos vinculados a los poderes estatales. Asimismo, nota con preocupación las investigaciones criminales contra defensores de derechos reproductivos, incluyendo cargos criminales que están pendientes en contra de las nueve defensoras de los derechos de las mujeres que estuvieron involucradas en la interrupción del aborto de una menor de edad que fue violada y que transcurrió cuando el aborto terapéutico aún estaba permitido legalmente. El Comité expresa igualmente su preocupación por las restricciones de facto en el disfrute del derecho a libre asociación por parte de organizaciones de defensores de derechos humanos (artículos 19 y 22).

	Recomendaciones De Comité
	Calificación
	La Acción Tomada por el Estado
	Las Acciones Adicionales Necesarias
	Otros Comentarios de la ONG

	El Comité recomienda que el Estado Parte tome las medidas necesarias para cesar los presuntos casos de acoso sistemático y amenazas de muerte, especialmente contra aquellas defensoras de los derechos de las mujeres, y que los culpables sean debidamente sancionados. El Estado parte debería, por otro lado, garantizar el derecho a libertad de expresión y asociación a las organizaciones de defensores de derechos humanos en el ejercicio de sus funciones.
	C
	Finalmente luego de 2 años un tribunal de justicia le dio trámite a la denuncia por lesiones y robo en perjuicio de miembros del equipo del CENIDH, teniendo como resultado la reparación del daño.
	Que el Estado cumpla con lo establecido en la Declaración sobre Defensores.

Que reconozca públicamente la labor que los defensores y defensoras realizan.

Que establezca el Observatorio para Defensores que recomendó el Examen Periódico Universal.
	Las investigaciones policiales respecto de amenazas y agresiones contra defensores y defensoras no han conducido a la sanción de los responsables (Caso Leonor Martínez, miembros de la Coordinadora Civil, daños a la vivienda de la Doctora Vilma Núñez, Mario Sánchez y los periodistas Iván Olivares, Silvia González y Luis Galeano, entre otros.)

Es necesaria una política de protección a favor de los defensores de ddhh y que cesen los ataques vertidos en los medios oficiales publicados tanto por particulares como por autoridades de gobierno.


� En la práctica, hay casos que han sido del conocimiento público, como el del jugador de béisbol profesional Jimmy González violó a una niña de 13 años que resultó embarazada, teniendo un bebé a inicios del 2011 y que una vez confirmada la prueba de ADN , fue emitida una orden de captura que no se ejecutaba porque la misma señalaba que debía detenerse en el domicilio del denunciado; violentando abiertamente los derechos de la víctima y facilitando incluso la evasión de justicia. Finalmente en dicho caso, el pelotero fue acusado y procesado, pero fue absuelto por las autoridades judiciales pese a la existencia de pruebas del delito de violación. Por otro lado, Farington Reyes un funcionario de Migración y Extranjería acusado de violar a Fátima Hernández, una compañera de trabajo  y que resultó condenado por dicho delito en primera instancia a una pena de 8 años de prisión; siendo modificada por el Tribunal de Apelaciones a seis años (una pena inferior a la establecida o permitida por el Código Penal) y finalmente confirmada en Casación pero modificada su pena a cuatro años de prisión; fueron sentencias que violentaron el principio de legalidad y seguridad jurídica al más alto nivel  al imponer una pena tan baja para un delito tan grave y que además de ello, el condenado recibiera por parte del Estado un beneficio alterno a la prisión, bajo el cual prácticamente no cumplió ni el 50% de la pena en efectiva prisión; dejan a Nicaragua como un Estado que permite la violencia intrafamiliar y sexual, al no sancionarla como corresponde. Otro caso que causó conmoción, es el de una niña de 12 años de edad, conocida como María, proveniente de la Costa Caribe, embarazada por violación; cuya vida estuvo altamente en riesgo. Hasta el momento no existe persona detenida por dicho delito y se desconoce si hay investigación al respecto.�





� Declaraciones del Comisionado Borge, Jefe de Relaciones Públicas de la Policía, el 02 de noviembre de 2011  


� Declaraciones del Comisionado Borge, Jefe de Relaciones Públicas de la Policía, el 02 de noviembre de 2011  


� Memoria de las Actividades realizadas por el Grupo Parlamentario (PRODM) a favor de la salud de las mujeres en el mayo del proyecto “En la ruta a la consecución de los Objetivos de Desarrollo del Milenio”. Pág. 115


� El Nuevo Diario, 01 de noviembre de 2011, pág. 12A


� Art. 143 Aborto


Quien provoque aborto con el consentimiento de la mujer será sancionado con la pena de uno a tres años de prisión. Si se trata de un profesional médico o sanitario, la pena principal simultáneamente contendrá la pena de inhabilitación especial de dos a cinco años para ejercer la medicina u oficio sanitario.


A la mujer que intencionalmente cause su propio aborto o consienta que otra persona se lo practique, se le impondrá pena de uno a dos años de prisión.


Art. 144 Aborto sin consentimiento


Quien intencionalmente provoque el aborto sin el consentimiento de la mujer, será castigado con prisión de tres a seis años. Si se trata de un profesional de la salud, la pena principal simultáneamente contendrá la pena de inhabilitación especial de cuatro a siete años para ejercer la medicina u oficio sanitario.


Si el aborto fuera practicado con violencia, intimidación o engaño, se sancionará con pena de seis a ocho años de prisión. Si se trata de un profesional de la salud, la pena principal simultáneamente contendrá la pena de inhabilitación especial de cinco a diez años para ejercer la medicina u oficio sanitario.


Art. 145 Aborto imprudente


Quien por imprudencia temeraria ocasione aborto a una mujer, será castigado con pena de seis meses a un año de prisión; si el hecho se produce con ocasión del ejercicio de la profesión de la salud, se impondrá además la pena de inhabilitación especial de uno a cuatro años. La embarazada no será penada al tenor de este precepto.


Art. 148 De las lesiones en el que está por nacer


El que, por cualquier medio o procedimiento, causare en el no nacido una lesión o enfermedad que perjudique gravemente su normal desarrollo, o provoque en el mismo una grave y permanente lesión física o psíquica, será castigado con pena de prisión de dos a cinco años e inhabilitación especial para ejercer cualquier profesión sanitaria, o para prestar servicios de toda índole en clínicas, establecimientos o consultorios ginecológicos, públicos o privados, por tiempo de dos a ocho años.


Art. 149 Lesiones imprudentes en el que está por nacer


Quien por imprudencia temeraria ocasione en el no nacido las lesiones descritas en el artículo anterior, será sancionado con pena de uno a dos años de prisión e inhabilitación especial de dos a cinco años para ejercer cualquier profesión médica o sanitaria, o para prestar servicios de toda índole en clínicas, establecimientos o consultorios ginecológicos públicos o privados, por tiempo de uno a cinco años. La embarazada no será penada al tenor de este


precepto.





� “Un muerto en amotinamiento en Chinandega”  � HYPERLINK "http://www.laprensa.com.ni/2009/11/18/departamentos/8162" ��http://www.laprensa.com.ni/2009/11/18/departamentos/8162� ; “otro amotinamiento en Bluefields” � HYPERLINK "http://www.laprensa.com.ni/2010/01/13/departamentos/12985" ��http://www.laprensa.com.ni/2010/01/13/departamentos/12985� ; “Motín en cárcel de Puerto Cebezas” � HYPERLINK "http://archivo.laprensa.com.ni/archivo/2003/diciembre/01/nacionales/nacionales-20031201-07.html" ��http://archivo.laprensa.com.ni/archivo/2003/diciembre/01/nacionales/nacionales-20031201-07.html� 


� Ver Organización Mundial Contra la Tortura (OMCT) y Federación Internacional de Derechos Humanos (FIDH), Informe Anual 2011 del Observatorio para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos,


� Ver OMCT y FIDH, Informe Anual 2010 del Observatorio para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos.


� Documento Sesión de Trabajo de Rosario con Secretarios Políticos Distritales de Managua 19 de febrero de 2011, pág. 41.





Grado A: Ejecución satisfactoria:  

   A1 Respuesta completamente satisfactoria

   A2 Respuesta bastante satisfactoria

   Grado B: Ejecución satisfactoria parcialmente:

   B1: Ejecución satisfactoria parcialmente: se han realizado progresos, pero se necesita información adicional

   B2: Ejecución satisfactoria parcialmente: se han realizado progresos, pero una mayor acción es necesaria

   B3: Ejecución satisfactoria parcialmente: se han tomado una acción inicial – pero una mayor acción es necesaria

   Grado C: Respuesta no satisfactoria

  C: El Estado no ha tomado ninguna acción para ejecutar la recomendación
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